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PRESENTACIÓN

Colombia, a través de los años, ha adquirido 
fama en el mundo por ser un país de gran 
inestabilidad tributaria como resultado de las 
débiles políticas fiscales y políticas tributarias. ¿El 
resultado? 12 reformas tributarias en los últimos 
20 años, que son consecuencia de políticas 
erradas y de falta de creatividad de los cuerpos 
legislativos y las diferentes entidades de control; 
lo cual ha implicado la construcción de normas 
que permitan atraer y dar seguridad fiscal para 
ampliar los horizontes del país con apoyo en el 
plano productivo y comercial.

Por lo anterior, se creó la ley de estabilidad 
jurídica (Ley 963 de 2005), en la cual se 
“establecen los contratos de estabilidad jurídica 
con la finalidad de promover inversiones nuevas 
o ampliar las existentes en el territorio nacional” 
(Congreso de la República, 2005, art. 1), dicha 
ley es un instrumento jurídico cuyo objetivo 
principal es la promoción y la protección a 

la inversión nacional y extranjera, que busca 
garantizar la estabilidad de las normas relevantes 
para tomar decisiones, siempre y cuando se 
suscriban contratos con el Estado colombiano, 
previo al cumplimiento de ciertos requisitos 
de carácter esencial; pretendiendo lograr la 
integración del Estado colombiano en un sistema 
de globalización económica.

De esta manera es factible predecir que el país 
cautivará mayor inversión proveniente del exterior 
y retendrá la hoy vinculada, garantizando, por una 
parte, la permanencia de capital productivo en el 
país, y por otra, seguridad jurídica a sus titulares; 
aunque en el afán de atraer inversión extranjera se 
está comprometiendo profundamente la caja fiscal 
del país, dando como resultado beneficios que se 
aplican en mayor medida a grandes empresarios.

¿Cuál ha sido el sacrificio fiscal implícito 
en los contratos de estabilidad jurídica que 



72

te
m

as
 d

e 
ha

ci
en

da
 p

úb
li

ca
impacto tributario 

tuvo la ley 963 de 2005 desde su surgimiento 
hasta el 2011, tomando como base las reformas 
tributarias expedidas en dicho período?

Este trabajo tiene como objetivo principal 
analizar el impacto de la ley 963 de 2005 en el 
recaudo tributario y en la atracción de nueva 
inversión, haciendo mención mediante la 
investigación en los diferentes países que han 
tenido la misma iniciativa en Latinoamérica, 
además de analizar las diferentes posiciones 
periodísticas, privadas y gubernamentales, tanto 
a favor como en contra de la implementación de 
dicha ley, y se estudiarán las características de 
cada uno de los contratos firmados hasta el 2011.

En este orden de ideas, en el primer apartado 
se dará un breve vistazo al concepto de estabilidad 
jurídica, describiendo los aspectos más relevantes 
de la ley 963 de 2005, se mencionan los diferentes 
países latinoamericanos que han implementado 
figuras jurídicas similares. El segundo se ocupa 
de analizar los impactos fiscales implícitos en 
los contratos de estabilidad jurídica, teniendo en 
cuenta las diferentes posiciones y pronunciamiento 
que han surgido a raíz de la implementación de 
dicha ley y se darán a conocer los contratos que 
han sido firmados en virtud de esta normatividad 
con miras a establecer los impactos más relevantes 
encontrados en el estudio. 

1. LEY 963 DE 2005: UN INSTRUMENTO JURÍDICO PARA LA 
ATRACCIÓN DE LA INVERSIÓN

La globalización y los tratados de libre comercio llevan a que a través del tiempo 
las normas específicas de cada país se modifiquen; la globalización económica es 
ante todo un fenómeno en el cual, las corrientes de inversión se han vuelto mucho 
más dinámicas, dejando aislados del mundo de los negocios a aquellos países que 
no acojan o diseñen normas o estrategias comerciales que permitan atraer nuevas 
inversiones y dar seguridad y estabilidad al inversionista, ampliando de este modo, 
las posibilidades de un mayor desarrollo económico.

Hoy en día los inversionistas exigen normas que les faciliten el desarrollo de sus 
operaciones en un entorno seguro y confiable, esto impone la necesidad de que los 
países generen reglas de juego que garanticen la estabilidad de los retornos de las 
inversiones y las protejan de cambios abruptos en los sistemas legales, es por esto que 
Colombia crea la ley de estabilidad jurídica (Ley 963 de 2005) en la cual las reformas 
y nuevas normas no los afecten negativamente en el futuro, situación que disminuye 
el nivel de incertidumbre frente a eventuales cambios en la legislación colombiana, 
especialmente respecto a la normatividad tributaria.

Actualmente, la inversión extrajera se considera uno de los puntos clave e 
indispensables para el crecimiento económico de un país, por otro lado, para 
un inversionista la estabilidad jurídica es una de las causas que más inciden a la 
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hora de tomar la decisión de invertir. Infortunadamente, en la mayoría de países 
latinoamericanos los cambios de legislación son constantes, en consecuencia, algunos 
están promoviendo políticas de estabilidad con el fin de atraer inversión extranjera, 
según Vélez María y Valenzuela Viviana en el 2006, las siguientes son las iniciativas:

•	 Perú: Ley 27343 de 2000, Decreto Legislativo 602 de 1991 y 757 de 
1991 y 757 de 1991. 

•	 Ecuador: Ley 46 número 219 de 1997, Decreto Ejecutivo 1525 número 
346 de 1998. Estabilidad tributaria, mantenimiento por un período 
determinado de la tarifa aplicable al impuesto de renta al momento 
de efectuarse la inversión. Estabilidad de las normas sobre inversión.

•	 Chile: Decreto Ley 600 de 1974 compilado con el Decreto Ley 523 de 
1993. Estabilidad tributaria.

•	 Panamá: Ley 54 de 1998. Estabilidad tributaria de orden nacional y 
municipal. Estabilidad Jurídica en materia aduanera y laboral.

•	 Venezuela: Decreto con fuerza de Ley 356 de 1999, Decreto 1867 
de 2002. Estabilidad en impuestos nacionales, promoción de 
exportaciones y beneficios incentivos otorgados. 

En ese orden de ideas Colombia estableció la ley de estabilidad jurídica (963 de 2005), 
instrumento jurídico cuyo objetivo principal es la

Promoción y protección a la inversión, que busca garantizar la estabilidad 
de las normas relevantes para tomar decisiones de inversión, tanto nacional 
como extranjera, siempre y cuando suscriban unos específicos contratos con 
el Estado colombiano, solo si se cumple con ciertos requisitos de carácter 
esencial (Barrera, 2006).

Dentro de este contexto se han creado los contratos de estabilidad jurídica a largo 
plazo, que son celebrados entre inversionistas y el Estado colombiano, donde este 
último ofrece garantía al inversionista de las normas jurídicas establecidas en los 
contratos; dichas garantías hacen referencia a que en caso de que las normas jurídicas 
establecidas en los contratos sean modificadas de manera que afecte negativamente al 
inversionista durante la vigencia del acuerdo, el gobierno colombiano estará obligado 
a asegurar el cumplimiento de las disposiciones legales, jurídicas y reglamentarias 
que se encontraban vigentes al momento de firmar el contrato; en contraprestación, el 
inversionista se obliga a pagar una prima equivalente al 1 % o al 0,5 % de la inversión 
total, que debe ser igual o superior a 7.500 SMLV.

La Ley 963 de 2005 asegura a las empresas la vigencia de las leyes, decretos, 
resoluciones, circulares, y en general, de todos los actos administrativos o sus 
partes, así como las interpretaciones; a través de un contrato celebrado con el 
Estado, por un término de hasta 20 años. Esta opción está siendo utilizada por 
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las grandes empresas, principal y casi exclusivamente, para congelar las normas y 
la doctrina en materia tributaria.

De igual forma el gobierno colombiano en aras de salvaguardar la integridad 
social y el interés general estableció las siguientes limitaciones a los contratos:

•	 No se podrá conceder estabilidad en materia de leyes de régimen de 
seguridad social.

•	 Obligaciones de declarar y pagar tributos.
•	 Inversiones forzosas que el gobierno decrete en estado de excepción.
•	 Impuestos indirectos.
•	 Regulación prudencial del sector financiero.
•	 Régimen tarifario de los servicios públicos domiciliarios. 

Adicionalmente se excluyeron las inversiones de portafolio y mediante la Ley 963 en 
el literal b del artículo 4, se crea el comité técnico de estabilidad jurídica el cual está 
conformado por:

•	 El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado. 
•	 El Ministro de Comercio, Industria y Turismo, o su delegado. 
•	 El Ministro de Ramo en que se efectúe la inversión, o su delegado. 
•	 El Director de Departamento Nacional de Planeación, o su delegado. 
•	 El Director de la Entidad autónomo, o su delegado, cuando se 

trata de normas.

El Comité de Estabilidad Jurídica verificará el cumplimiento de los requisitos 
esenciales de estabilidad jurídica. Tendrá en cuenta las solicitudes de inversionistas 
nacionales y extranjeros que amparen proyectos de inversión nuevos o de ampliación 
de inversiones existentes, en cualquier sector de la economía. 

Por otro lado, se tendrá como criterio de evaluación la rentabilidad económica 
y social de la nueva inversión o la implicación de las existentes sobre la creación de 
empleo, el desarrollo regional, especialmente en regiones deprimidas, la transferencia 
de tecnología, la generación de divisas, las demandas derivadas sobre la producción 
nacional y el aumento del producto interno bruto.

El Decreto 2950 de 2005 en su artículo 2 crea la Secretaría Técnica, siendo 
esta una dependencia del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, y tiene 
como función apoyar al Comité de Estabilidad Jurídica en el desarrollo de sus 
actividades, principalmente en lo relativo a la recepción y revisión previa de las 
solicitudes de contrato de estabilidad jurídica, a la elaboración de un informe 
técnico de evaluación de las solicitudes y a desarrollar todas aquellas tareas que 
el Comité le encomiende, tales como: 
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	 a)	 Determinación expresa de las obligaciones del inversionista. 
	 b)	 Transcripciones del ordenamiento jurídico como de las 

interpretaciones administrativas vinculantes sobre las cuales se 
asegurará la estabilidad. 

	 c)	 El monto de la prima y su forma de pago. 
	 d)	 Suscripción del contrato, realizada por el ministerio del ramo en 

donde se ejecute la inversión. Firma que no podrá ser delegada y cuyo 
término es de cuatro meses a partir de la solicitud del inversionista, 
tiempo que le permitirá al Estado decidir si suscribe o no el contrato, 
y de no hacerlo, se deben señalar las razones de la negativa.

El propósito de esta ley es promover la competencia para aumentar la inversión 
extranjera en Colombia, con la cual el país tiene mayor credibilidad y confianza 
por parte de los inversionistas nacionales y extranjeros, incrementa las relaciones 
internacionales con otros países y mejora el desarrollo económico y productivo del 
país. (Guzmán y Parra, 2010).

Es importante aclarar que esta ley fue creada como mecanismo para atraer nuevas 
inversiones o ampliar las existentes y cuyo objetivo principal no es obtener ingresos 
fiscales sino garantizar una estabilidad en el marco jurídico. De esta manera, como 
se mencionó, es factible predecir que el país cautivará mayor inversión proveniente 
del exterior y retendrá la vinculada, garantizando, por una parte, la permanencia de 
capital productivo en el país y, por otra, la seguridad jurídica a sus titulares.

2. IMPACTO Y CRÍTICAS A LA LEY 963 DE 2005

En el entorno económico de los países latinoamericanos, la aplicación de políticas 
que permitan el desarrollo social y económico es fundamental para la atracción de 
nuevas inversiones en donde se le garantice a los inversionistas estabilidad jurídica 
que les permita desarrollar sus actividades en un ambiente seguro y confiable.
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Figura 1. �Cantidad de contratos firmados

Fuente: Elaboración propia con base en cifras Ministerios de Comercio, Industria y Turismo.

Aunque en Colombia este tema es relativamente nuevo, en los primeros seis años 
de implementación de la ley 963 de 2005, los contratos de estabilidad jurídica han 
tenido una gran acogida por parte de las más grandes empresas en el país, nacionales 
y extranjeras; lo comprueban los 66 contratos firmados a 2011, como se establece 
en la tabla 1; durante los primeros seis años de vigencia de la ley 963 se evidencia 
el aumento, desde el 2006, con un contrato firmado, su auge en el año 2009 con 22 
contratos, y una participación del 33 %, que se firman a finales del gobierno del ex 
presidente Álvaro Uribe Vélez. 

Tabla 1. �Contratos de Estabilidad Jurídica firmados a 2011
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Fuente: Elaboración propia con base en cifras Contratos de Estabilidad Jurídica.

Los 66 contratos firmados generaron una inversión en el país por más de $ 26.846.805 
millones de pesos, con un máximo de $ 5.770.904 millones, contribuyendo de esta 
manera a la generación de más de 18.600 empleos directos en todo el país (ver tabla 
1 CEJ), de igual forma han incrementado el desarrollo económico de empresas de 
diferentes sectores económico, así mismo el Gobierno ha recibido por concepto de 
prima de $201.500 millones de pesos. 

Tabla 2. �Duración de los contratos
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Fuente: Elaboración propia con base en cifras Contratos de Estabilidad Jurídica.

Desde el punto de vista del inversionista y basándose en los contratos firmados a 2011, 
se establece que el 95 % de los contratos firmados estabilizaron normas jurídicas del 
régimen fiscal y aduanero, lo que permite identificar las normas de mayor impacto 
en los inversionistas a la hora de tomar decisiones; en el país las normas relacionadas 
al impuesto de renta, al impuesto al patrimonio, etc.

Para este caso el 58 % de las empresas que firmaron contratos, estabilizaron el 
artículo 292 del estatuto tributario, por el cual se crea el impuesto al patrimonio a 
cargo de las personas jurídicas, naturales y las sociedades de hecho, contribuyentes 
declarantes del impuesto sobre la renta. Para efectos de este gravamen, el concepto de 
riqueza es equivalente al total del patrimonio líquido del obligado; asimismo, el 69 % 
de las empresas que firmaron contratos, estabilizaron el artículo 158-3, deducciones 
especiales por inversiones. 
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Como podemos observar en la tabla 3, la mayoría de normas afectan la base o ingreso 
gravable del contribuyente, y disminuye el impuesto reconocido directamente, en 
especial los de renta y patrimonio; por consiguiente, los ingresos y costos fiscales, 
los cuales se debieron ver reflejados en el impacto fiscal de dicha ley como lo 
ordena la Ley 819 de 2003 (por la cual se dictan normas orgánicas en materia de 
presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones), 
sin embargo, el gobierno argumentó que no presentó informe de impacto fiscal 
ya que no podía hacerse el estudio debido a que los contratos de estabilidad no 
generan en sí, un costo fiscal, y que en caso tal que lo generara sería contingente en 
la medida que existirían posteriores cambios normativos; adicionalmente, aclaran 
que las primas de estabilidad cobradas son una contraprestación a la estabilidad 
jurídica de dichas normas.

2.1 CRÍTICAS A LA LEY DE ESTABILIDAD JURÍDICA

No obstante los resultados, han surgido numerosos interrogantes acerca de la 
implementación e interpretación de dicha ley. Lo cual ha generado un debate 
a nivel público respecto al recaudo fiscal del país, en donde algunos personas 
públicas, editoriales y académicas se han pronunciado al respecto, considerando 
que este instrumento reduce el recaudo fiscal del país y contribuye negativamente al 
crecimiento social y competitividad del mismo.

Entre las principales inquietudes o polémicas que ha suscitado la ley, es el impacto 
fiscal y social que generaría al país, con lo referente a ingresos y costos fiscales; el ex 
director de la DIAN, Horacio Ayala, se ha pronunciado en medios de comunicación, 
asegurando que cualquier intento serio de modificar la estructura tributaria se va a ver 
entorpecido, debido a los derechos adquiridos por grupos importantes de empresas, 
ya que los contratos están siendo firmados casi exclusivamente para estabilizar 
normas tributarias y por la durabilidad de los mismos que son hasta por 20 años.

Por su parte, Eduardo Sarmiento, director del Centro de Estudios Económicos de 
la Escuela Colombiana de Ingeniería, ha señalado que se están violando privilegios 
que afectan con la progresividad ya que si el gobierno llegase a subir el impuesto de 
renta del 33 al 34 %, serían las más grandes empresas del país y las que más aportan a 
dicho impuesto las que mantendrían el privilegio de conservar la misma tarifa.

De igual forma esta ley ha tenido varias demandas relacionadas con los anteriores 
temas como las instauradas por Nelson Iván Zamudio Arenas sobre los artículos 1 y 
2, donde argumentaba que:
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La norma demandada vulnera el principio de igualdad al conceder el beneficio 
únicamente a quienes realicen inversiones iguales o superiores a 7.500 salarios 
mínimos legales mensuales vigentes (smlmv), situación que resulta discriminatoria 
frente a quienes hacen inversiones por debajo de ese monto al no permitirles la 
competencia económica en igualdad de condiciones.

De acuerdo con Mondragón (2005) las normas demandadas vulneran:
•	 La competencia del legislador para interpretar, reformar y derogar 

las leyes, porque se limita mediante el contrato dicha competencia 
y porque se cede la misma a un comité al otorgarle la facultad de 
aprobar tales acuerdos.

•	 La competencia del Presidente de la República para ejercer la 
potestad reglamentaria para la cumplida ejecución de las leyes, 
mediante la expedición de decretos, resoluciones y órdenes que se 
requieran, porque se limita mediante el contrato dicha competencia 
y porque se cede la misma a un comité al otorgarle la facultad de 
aprobar tales acuerdos.

•	 La soberanía popular y el principio democrático, porque se ven 
interrumpidos o limitados mediante los contratos de seguridad 
jurídica, en cuanto que es el pueblo el que tiene la potestad 
soberana de elegir Congreso y Presidente de la República, 
quienes en su representación pueden modificar las leyes y los 
decretos, respectivamente.

•	 La obligación de toda persona de cumplir la Constitución y la ley, y 
la igualdad de trato legal para los inversionistas, porque por haber 
invertido mínimo 7500 smlmv, determinadas personas mediante 
contratos pueden escapar a la aplicación de nuevas normas e 
interpretaciones adversas a sus inversiones por un período de 3 a 
20 años con el fin de no ver perjudicadas sus expectativas de lucro. 

Sin embargo, para dirimir estos cuestionamientos legales, la Honorable Corte 
Constitucional mediante las sentencias C-242 de 2006 y C-320 de 2006 desvirtuaron 
estos conceptos argumentando que: 

La finalidad del contrato de estabilidad jurídica haría superflua toda inversión 
cuando ella no trascendiera eficazmente en el circuito económico; es decir, cuantías 
inferiores a las establecidas por el legislador podrían no resultar eficaces para el 
fin por él pretendido. Por lo tanto, diferenciar a los inversionistas atendiendo 
a una cuantía mínima de capital para ser cobijados con la ley que se examina, 
resulta proporcional y adecuado al fin que se persigue, más aún cuando el mismo 
hace parte de un proyecto macroeconómico, para el cual se requieren capitales e 
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inversiones de una magnitud adecuada al desarrollo económico requerido por la 
comunidad y auspiciado por el Estado. (Sentencia C-242).

Por lo anterior, la Ley 963 de 2005, no está impidiendo al Congreso de la República 
ejercer su competencia en el futuro para reformar las leyes ordinarias, incluso, el 
texto mismo de la ley sobre la estabilidad jurídica; es decir, no se está garantizando 
una inmutabilidad del ordenamiento jurídico, por eso la ley no puede ser entendida 
como una cesión del derecho de soberanía, como lo afirma el demandante.

Se realizó análisis a los contratos de estabilidad jurídica firmados hasta el 
2011 y la forma en que han sido aplicados y teniendo en cuenta las inquietudes e 
inconformidades tanto de economistas, abogados, instituciones estatales y educativas 
mencionadas, acerca del impacto fiscal y social que podrían acarrear la firma de estos 
contratos; es difícil determinar la efectividad de dicha ley ya que surgen de hechos 
futuros e inciertos, debido a que la única forma en que se podría evaluar es que 
se hagan reformas tributarias que afecten de forma directa o indirecta las normas 
estabilizadas en los contratos firmados y de esta manera se podrían identificar los 
impactos cualitativos y cuantitativos de tan polémica ley.

Sin embargo, a 2011, después de seis años de su implementación, se pueden 
identificar y evaluar algunos impactos relacionados con las normas estabilizadas, 
gracias a las reformas tributarias del 2009 por medio de las leyes 1370 de 2009 y 1430 
de 2010, aunque hay que aclarar que todavía siguen existiendo muchas inquietudes, 
que más adelante se abordarán, ya que no afectaron normas que son de gran relevancia 
a nivel social en las últimas reformas tributarias.

Como se afirmó, la única forma de valorar o cuantificar el impacto fiscal de la 
ley 963 de 2005 es un reforma tributaria que afecte las normas estabilizadas porque 
el gobierno, consciente de sus déficits fiscales, presentó el proyecto de ley reforma 
tributaria de 2009, con el fin de mantener vigente el impuesto al patrimonio, el 
cual, según la normatividad vigente hasta ese momento desaparecería a partir del 
2011, dicho proyecto fue aprobado con la ley 1370 del 2009 y se crea el impuesto al 
patrimonio para el período 2011-2014.

Por consiguiente, se da inicio a la aplicabilidad de los contratos firmados y genera 
sus primeros efectos, no obstante, es de aclarar que una ley tiene impacto fiscal si 
representa un gasto nuevo o un mayor valor sobre gastos ya existentes, desde esta 
perspectiva se puede afirmar que la Ley 1370 de 2009 no tiene ningún impacto fiscal 
ya que lo que se pretende es incrementar los ingresos provenientes del impuesto al 
patrimonio, al ampliar por cuatro años más y al modificar las bases gravables. 

Aun así, indirectamente afecta la Ley 963 generando un costo fiscal en las arcas 
de la nación al no poder aplicar dicha ley a las empresas que estabilizaron el artículo 
292 del estatuto tributario, lo cual implica que el gobierno dejó de percibir ingresos 
por 50 empresas de las más grandes del país por concepto del impuesto al patrimonio 
para la vigencia 2011 (ver Tabla 4). De todas maneras, no se puede cuantificar el 
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valor que dejó de percibir el Estado ya que para la vigencia 2011, contrario a las 
expectativas esperadas, incrementó en un 215 % aproximadamente; por tal razón, no 
existen cifras que puedan medir fielmente el costo fiscal (ver Tabla 4). 

Tabla 4.� Ingresos tributarios

Fuente: Marco fiscal de mediano plazo 2010, 2011 y 2012.

Como se puede ver en la tabla 4 y aunque las 36 grandes empresas del país gozan del 
beneficio de no contribuir a este impuesto, las cifras nos revelan que posiblemente 
como lo mencionaban los contradictores de la ley 963, las cargas tributarias de las 
empresas acogidas a los contratos están siendo asumidas en forma indirecta por los 
demás contribuyentes.

Adicionalmente, la tabla 4 muestra que los ingresos correspondientes a GMF 
han aumentado, para la vigencia 2011, en un 140 % aproximadamente; en gran 
parte, gracias a la culminación del régimen de estabilidad tributaria de la Ley 
223 de 1995, el cual finalizó en diciembre de 2010, y en donde varias personas 
jurídicas, y en especial cuatro entidades financieras (Bancolombia, Helmbank, 
Colpatria y Davivienda) que habían suscrito este acuerdo con el Estado, dejaron de 
estar exentas del GMF, lo que contribuye a explicar el incremento del recaudo por 
este gravamen en el 2011 y comprueba que las leyes de estabilidad jurídica afectan 
directamente los ingresos del Estado.

El segundo caso en el cual se da la aplicabilidad a los contratos de estabilidad 
jurídica se presenta con la ley 1430 de 2010, que en el artículo 1 elimina la deducción 
especial por inversión de activos fijos reales productivos, manifestando que a partir 
del 2011, ningún contribuyente del impuesto sobre la renta y complementarios, 
podrá hacer uso de la deducción, sin embargo, los contribuyentes que firmaron 
contratos de estabilidad jurídica y estabilizaron el artículo 158-3 de estatuto 
tributario, deducción por inversión en activos fijos productivos (ver tabla 2), 
gozarán el privilegio de seguir aplicándolo.

Como podemos observar en la tabla 2, 46 empresas de las 66 que a 2011 han 
firmado estos contratos, estabilizaron dicho artículo; de las cuales tan solo 40 
solicitaron la deducción en las declaraciones presentadas en el 2011, lo que permite 
identificar cuantitativamente los ingresos que dejó de percibir el gobierno Nacional 
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en el 2011 por concepto de este beneficio contemplado. De esta manera, en el cálculo 
de dicho costo se establece el valor del impuesto que se habría generado, si el beneficio 
en cuestión, hubiera hecho parte de la base gravable de los declarantes. 

Tabla 5. �Costo fiscal estimado de la Ley 1430 en el entorno de la Ley 963

Fuente: Elaboración propia con base en cifras MinHacienda.

Como se observa en la tabla 5, la aplicación de la norma le generó al Estado un 
costo fiscal de $524 mil millones de pesos aproximadamente, que equivalen al 8,8 
% del total de costos fiscales otorgados en el 2011 sobre el impuesto a la renta, 
adicionalmente, se puede ver que las únicas personas que gozan de la deducción 
de activos fijos son las personas jurídicas, y que la deducción solicitada en las 
declaraciones ascendió a $1.589 mil millones de pesos; en promedio cada empresa, 
de las 66 que firmaron contratos, 40 solicitaron una deducción de $39,7 mil 
millones, dejando de pagar al Estado o ahorrándose en el impuesto de renta un 
valor aproximado a los $13.1 mil millones de pesos.

Otro de los aspectos relevantes encontrados en ver cómo se violan y vulneran los 
derechos del Estado al estabilizar normas de carácter laboral en los contratos con 
Comertex S. A., Teledatos Zona Franca S. A., Hotelería Internacional S. A., Novamar 
Development S. A., e Inversiones Inmobiliarias S. A., en donde se estabilizaron normas 
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que regulan obligaciones y prohibiciones del trabajador y empleador, terminación 
del contrato con y sin justa causa, período de prueba y aprendizaje, viáticos, salario 
integral, períodos de pago, jornada diaria, trabajo suplementario, trabajo diurno y 
nocturno, tasas y liquidación de recargos y descansos obligatorios, remuneración de 
trabajo los domingos y festivos, y vacaciones anuales remuneradas, entre otras.

Desde esta perspectiva se podría afirmar que si el Congreso expidiera una 
nueva ley en donde mejorara las condiciones laborales, incrementando el 
porcentaje de prima, cesantías, recargo por dominical y festivo, al igual que los 
días de vacaciones o disminuyendo las horas de jornadas de trabajo, se verían 
obligados a permanecer bajo las condiciones menos favorecidas de las empresas 
que no gozan del beneficio de estabilización, denigrando las condiciones justas 
y dignas de los trabajadores, e incluso violando el derecho de igualdad, al ser 
tratados en forma diferente de los demás trabajadores. 

Conclusiones
Los contratos de estabilidad jurídica en América Latina se han convertido en 
una herramienta para atraer proyectos de inversión y para mejorar el desarrollo 
económico, productivo y social de los países.

El fin primordial del gobierno colombiano con la Ley 963 de 2005 es garantizar una 
estabilidad en el marco jurídico y no obtener ingresos fiscales, por lo anterior, no se 
tienen cifras exactas que evidencien el costo fiscal que tuvo.

La aplicabilidad de la ley gira en torno a las normas más favorables, a cambios en las 
interpretaciones, a cualquier tipo de norma y a cualquier tipo de proyecto nuevo o 
para ampliar las existentes.

La única contraprestación real que percibe el Estado por parte del inversionista es la 
prima de estabilidad, que a 2011 no tenía una destinación específica.

Con la implementación de la ley de estabilidad jurídica, la percepción a nivel 
internacional ha mejorado, teniendo como resultado ser un país estable en materia 
económica, jurídica y tributaria, lo cual comprueban los 66 contratos firmados hasta 
el 2011 y la gran acogida que tuvo la ley en el Estado colombiano.
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